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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se adiciona  un cuarto párrafo  al Artículo 26 de la Ley  Estatal de Educación; y se  modifica el contenido del Artículo 1; así como el contenido de la fracción VIII del Artículo 3 de la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone establecer como principio rector dentro de las acciones para la prevención, atención y solución del acoso escolar, el interés superior de la niñez.

Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 29 de Marzo de 2017.

Turnada a la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas.
Fecha del Dictamen: 10 de Mayo de 2017.
Decreto No. 853

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 49 / 20 de Junio de 2017.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado  Jesús de León Tello, conjuntamente con los diputados  integrantes del Grupo Parlamentario “Alfonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se adiciona  un cuarto párrafo  al artículo 26 de La Ley  Estatal de Educación; y se  modifica el contenido del artículo 1; así como el contenido de la fracción VIII del artículo 3 de la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Con base en la siguiente:

Exposición de motivos
Por Acoso Escolar o Bullying, se entiende, de acuerdo a la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar del Estado, lo siguiente:

(Artículo 4, fracción I) “Acoso escolar: Conducta repetitiva e intencional, por cualquier medio, por lo que uno o varios alumnos pretenden intimidar, someter, amedrentar y/o atemorizar, emocional o físicamente, a uno o varios alumnos, dentro de una escuela pública o privada de todos los niveles educativos, con el propósito de:  

a) 
Causarle daño físico o emocional, o daños a su propiedad;  

b) 
Colocarlo en una situación de temor razonable de daños a su persona, dignidad o propiedad;  

c) 
Generarle un ambiente hostil dentro de la escuela;  

d) 
Violentar sus derechos en la escuela; y  

e) 
Alterar material y sustancialmente el proceso educativo, así como el funcionamiento pacífico y ordenado de una escuela.  

Este fenómeno detectado y clasificado con dicha terminología desde los años setentas, lejos de reducirse, crece en forma exponencial en las escuelas, siendo más frecuente, al menos en su etapas más graves y perjudiciales para los afectados, en los niveles de secundaria y bachillerato. Sin embargo, el acoso escolar en las primarias es una situación que no puede negarse y  crece en forma abrumadora, incluso en las escuelas privadas, donde, se supone, pudieran existir mayores controles, pero los reportes de los padres de familia permiten saber que no es así, la presencia del bullying es igual a la de las escuelas públicas, quizá con algunos elementos distintivos, como el hecho de ser más notorio y no pasar desapercibido para los padres afectados desde la primera etapa en que se verifica, lo que les permite reaccionar con mayor prontitud.
De acuerdo a diversas fuentes, el acoso escolar ha escalado en forma alarmante desde el año 2009 a la fecha en nuestro país. En cifras y tipos de acoso escolar, predominan y por mucho los insultos directos y los indirectos en porcentajes casi iguales, seguidos de la difusión de rumores en perjuicio del afectado, el robo o daños a los bienes o propiedades del alumno, golpes físicos, exclusión y amenazas.

En primaria, reportan diversas asociaciones que las burlas, los apodos degradantes, y los insultos en relación al físico o aspecto del alumno (a) predominan por encima de cualquier otro tipo de acoso, seguido de la exclusión de los juegos y actividades sociales y grupales, llegando al extremo de implementar dicha exclusión (además) con comentarios especialmente crueles.
En los años recientes se han reformado las leyes de educación del país para incluir este tema, asimismo, algunas entidades federativas como la nuestra han creado ordenamientos especializados en la materia, a fin de considerar el problema bajo una óptica integral y amplia  que merece atención separada del cuerpo normativo de educación principal.

Las leyes en cuestión imponen el deber de establecer programas y protocolos en las escuelas para prevenir, detectar y atacar de inmediato las conductas relacionadas con el acoso escolar por medio de acciones coordinadas entre autoridades educativas, profesores, padres de familia y alumnos, esto en su sentido más general.

Al respecto, cabe mencionar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido criterios en años recientes en la materia, puntualizando los principios que deben regir en la implementación de medidas, acciones y programas anti bullying o contra el acoso escolar; un criterio que guarda relación directa con el objetivo de la presente iniciativa es el siguiente:
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DEBERES DE LOS CENTROS ESCOLARES FRENTE AL BULLYING ESCOLAR.

Un centro escolar puede ser responsable ante casos de bullying si es negligente al reaccionar frente a este fenómeno, esto es, si incumple con los deberes que implica prestar un servicio educativo a menores de edad. En este sentido, conviene subrayar que en la prestación del servicio de educación a menores de edad se activan deberes de la mayor relevancia. Los directivos y profesores tienen bajo su cuidado la integridad de los menores. Estos deberes se generan y deben evaluarse a la luz del interés superior del menor y los derechos a la dignidad, integridad, educación y no discriminación. Así, las instituciones educativas que tengan a su cargo a un menor, tienen el deber de protegerlo contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual. Asimismo, deben llevar cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas. El deber general de protección se traduce en medidas concretas de protección que deben estar orientadas a identificar, prevenir, tratar, reaccionar y sancionar los malos tratos que puede sufrir un niño, niña o adolescente. Aunado a lo anterior, las autoridades deben tomar medidas y acciones afirmativas orientadas a garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad sustantiva de oportunidades y el derecho a la no discriminación. Por otra parte, las instituciones educativas deben generar indicadores sobre su avance en la aplicación de métodos para prevenir y eliminar cualquier forma de discriminación y de violencia, con la finalidad de que sean sujetas a evaluación sobre la materia. De igual forma, los directores deben evaluar el grado en que la escuela aplica la ética del cuidado, el derecho a la protección y la solidaridad, lo que implica preguntarse qué tanto se evitan burlas o ironías; se brinda apoyo a quienes están en riesgo, desventaja o tienen algún problema; se aplican estrategias para el autocuidado y cuidado mutuo entre alumnos, y se protege al alumnado contra el abuso y el acoso escolar, etc. Además, cuando elaboren un proyecto para solucionar un problema, la evaluación implica el monitoreo o seguimiento de la aplicación de los proyectos, la evaluación de sus resultados y la evaluación de su impacto. Asimismo, los directores deben identificar los factores de riesgo y protección personales, familiares, sociales y comunitarios que caracterizan a la comunidad escolar, así como elaborar y aplicar reglas y códigos de conducta que protejan a los estudiantes contra el abuso y el acoso sexual por parte de otros estudiantes o del personal. En suma, esta Primera Sala considera que los centros docentes tienen la indubitada responsabilidad de garantizar espacios seguros para que los menores puedan cursar sus estudios libres de agresiones y vejaciones, a través de acciones que permitan diagnosticar, prevenir, intervenir y modificar positivamente la convivencia escolar.

Es, decir, si bien el criterio apunta a la necesidad de contar entre otras cosas con indicadores, monitoreos y seguimiento de las acciones emprendidas, tema que formará parte de otra iniciativa que estaremos presentando en la siguiente sesión, por lo pronto nos centramos en el tema del Interés Superior del Niño. De acuerdo a la Corte, el Interés Superior de Niño se define así:
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I; Tesis: 1a./J. 44/2014 (10a.)


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS.

Resulta ya un lugar común señalar que la configuración del interés superior del menor, como concepto jurídico indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario encontrar criterios para averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor y paralelamente determinarlo en concreto en los casos correspondientes. Es posible señalar que todo concepto indeterminado cabe estructurarlo en varias zonas. Una primera zona de certeza positiva, que contiene el presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del concepto indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde cabe tomar varias decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario precisar los hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos observar cómo el interés del menor no es siempre el mismo, ni siquiera con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función de las circunstancias personales y familiares. Además, dicha zona se amplía cuando pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes han de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es posible señalar como criterios relevantes para la determinación en concreto del interés del menor en todos aquellos casos en que esté de por medio la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 4o. constitucional.
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INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU FUNCIÓN NORMATIVA COMO PRINCIPIO JURÍDICO PROTECTOR.



La función del interés superior del menor como principio jurídico protector, es constituirse en una obligación para las autoridades estatales y con ello asegurar la efectividad de los derechos subjetivos de los menores, es decir, implica una prescripción de carácter imperativo, cuyo contenido es la satisfacción de todos los derechos del menor para potencializar el paradigma de la "protección integral". Ahora bien, desde esta dimensión, el interés superior del menor, enfocado al deber estatal, se actualiza cuando en la normativa jurídica se reconocen expresamente el cúmulo de derechos y se dispone el mandato de efectivizarlos, y actualizado el supuesto jurídico para alcanzar la función de aquel principio, surge una serie de deberes que las autoridades estatales tienen que atender, entre los cuales se encuentra analizar, caso por caso, si ante situaciones conflictivas donde existan otros intereses de terceros que no tienen el rango de derechos deben privilegiarse determinados derechos de los menores o cuando en el caso se traten de contraponer éstos contra los de otras personas….
No está de más mencionar que tanto el artículo 4º de la Constitución Federal, como en el artículo 8 de la Constitución local, se encuentra plasmado el Interés Superior del Niño como concepto y principio rector en la aplicación y reconocimiento de derechos de menores y adolescentes.

Por ello, consideramos necesario y justificado que este principio jurídico sea incorporado a los textos vigentes en la materia de acoso escolar.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO: Se adicionan un párrafo al artículo 26 de la Ley Estatal de Educación, para quedar como sigue:

ARTICULO 26.- Párrafo primero……
I a la XVII.-……
XVIII.- Párrafos del primero al tercero….
En todas las acciones para la prevención, atención y solución del acoso escolar deberá privilegiarse como principio rector el interés superior de la niñez.

………….
ARTÍCULO SEGUNDO.-  Se modifican los contenidos del artículo 1, y de la fracción VIII del artículo 3 de la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto prevenir y erradicar el acoso escolar en las instituciones educativas públicas y privadas del Estado, sobre la base de que un ambiente libre de violencia es fundamental para respetar los derechos humanos, consolidar la democracia y garantizar los principios de equidad y no discriminación, la dignidad humana, la paz entre los educandos y el interés superior de la niñez.  

………………

Artículo 3.  Párrafo primero…….

I a la VI……
VIII.  Propiciar, en el ambiente escolar, el desarrollo de una cultura de protección y de ejercicio de los derechos humanos y, de manera particular, los principios de equidad y no discriminación, interés superior de la niñez,  la dignidad humana y la paz.  

…………
Transitorios:

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Saltillo Coahuila, a 29 de marzo del 2017

 “POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. YOLANDA O ACUÑA CONTRERAS           DIP. BERTHA ALICIA AGUAYO PÉREZ
DIP. RAYMUNDO PALOMO GARCÍA
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